Expte. nº 8344 “Asociación Argentina Hanmaum Seon Center del Budismo Coreano s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en GCBA c/ Hee Soon Park S/ Ej. Fisc. - ABL”

Buenos Aires,         9             de mayo de 2012.

Vistas: las actuaciones indicadas en el epígrafe,

resulta:

1. El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires inició proceso ejecutivo contra Hee Soon Park y/o quien resulte propietario del inmueble ubicado en la calle Miró Nº 1573, Partida Nº 0047949, por la suma de $10.520,04, con más los intereses y costas a la fecha del efectivo pago, adeudada en concepto de Contribución de Alumbrado, Barrido y Limpieza, Territorial y de Pavimentos y Aceras y Ley 23.514, correspondiente a las cuotas 01 a 06 de los años 2000 y 2001 (fs. 53/55).

La Asociación Argentina Hanmaum Seon Center del Budismo Coreano, en su carácter de propietaria del inmueble sito en Miró 1575 de esta Ciudad, se presentó y opuso excepciones de falta de legitimación pasiva e inhabilidad de título (fs. 57/63). Adujo que en la presente ejecución se reclama una deuda manifiestamente inexistente, ya que la Asociación Argentina Hanmaum Seon Center del Budismo Coreano es una Asociación Civil inscripta en el Registro Nacional de Cultos bajo el n° 4870, y por tal motivo estaría exenta de abonar el tributo aquí reclamado conforme lo dispuesto por el art. 33 inc. 3 del Código Fiscal año 2003 (t.o. decreto 319/2003).

2. El Sr. Juez de Primera Instancia resolvió rechazar las excepciones opuestas por la demandada, y mandar llevar adelante la ejecución hasta que la parte demandada haga íntegro pago a la actora del capital adeudado con más sus intereses y las costas de la ejecución (fs. 64/65).

Sostuvo que, conforme lo dispone el art. 38 del Código Fiscal (t.o. 2003), la exención peticionada no es automática sino que, reunidos ciertos requisitos, debe formularse el pedido que será resuelto por la Dirección General de Rentas. Por lo tanto, para obtener la exención es necesario que se haya requerido la misma y que ésta haya sido otorgada por la administración, pero la asociación demandada no acreditó haber solicitado ante el órgano recaudador la eximición de pago del gravamen reclamado.

3. La parte demandada interpuso recurso de apelación (fs. 14/19), que fue contestado por el GCBA, solicitando su rechazo (fs. 74/76).

La Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso rechazó el recurso interpuesto y, en consecuencia, confirmó la sentencia recurrida en todo cuanto fue motivo de apelación y agravios (fs. 12/13).

Consideró, para rechazar el agravio relativo al presunto desconocimiento de la preeminencia de la jurisprudencia de la Corte Suprema en que habría incurrido el juez de grado, que el análisis de las normas tributarias es una cuestión de derecho público local, al que no cabe aplicar sin más los antecedentes del Máximo Tribunal de la Nación, y que nada impide que el a quo sostenga un criterio distinto cuando se exponen fundamentos que no fueron considerados y que resultan válidos para alcanzar una conclusión diferente. Y agregó que, a pesar de la insistencia del accionado, no surge de las constancias de autos la existencia de una exención concedida por las autoridades legalmente competentes para ello, de manera tal que los agravios de la recurrente no logran demostrar ningún error en la decisión apelada.

4. El ejecutado dedujo recurso de inconstitucionalidad (fs. 5/10), que fue contestado por el GCBA (fs. 77/86) y declarado inadmisible por la Cámara (fs. 2/4), quien estimó que el recurrente no había acreditado la existencia de una sentencia equiparable a definitiva, ni había propuesto un genuino caso constitucional.

Contra dicha denegatoria, el demandado interpuso la presente queja (fs. 20/26).
5.  El Sr. Fiscal Adjunto, en su dictamen, propició que se rechace la queja articulada por la parte demandada (fs. 90/91).



Fundamentos

La jueza Ana María Conde dijo:
1. Si bien el recurso de queja interpuesto por la demandada fue deducido en tiempo oportuno (art. 33, LPTSJ), no puede prosperar, ya que no contiene una crítica suficiente del auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad.

2. Para cumplir adecuadamente con el recaudo formal de una correcta fundamentación de la queja, se requiere un relato claro y sucinto de los hechos de la causa, de la cuestión constitucional en debate y de la relación que existe entre ellos, como así también una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que se basa el auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad.

Sin embargo, en el presente caso el recurrente no cumple con esta carga procesal, ya que el GCBA insiste con los mismos argumentos planteados a lo largo de la causa, sin exponer fundada y adecuadamente un caso constitucional, ni refutar la sentencia denegatoria del recurso de inconstitucionalidad.

En la queja, la única afirmación tendiente a cuestionar el citado auto denegatorio la podemos encontrar a fs. 24 vta., donde el ejecutado manifiesta que “... (L)a resolución de fecha 1 de agosto de 2011 es manifiestamente arbitraria y contraria a derecho ...” Evidentemente ello constituye una declaración dogmática, absolutamente infundada, que no puede considerarse un cuestionamiento serio que amerite la apertura del recurso de hecho.

Este Tribunal ya ha dicho reiteradamente que la ausencia de una crítica desarrollada y fundada destinada a rebatir argumentativamente los fundamentos por los cuales la Cámara resolvió no conceder el recurso, obsta a la procedencia de la queja puesto que la presentación resulta así privada del fundamento tendiente a demostrarla (cf. el Tribunal in re “Guglielmone, María Dolores s/ art. 74 CC s/ recurso de queja”, expte. nº 291/00, resolución del 22/03/2000; “Góngora Martínez, Omar Jorge s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: Góngora Martínez, Omar Jorge c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (art. 14, CCABA)”, expte. nº 3264/04 y sus citas, resolución del 23/2/05).

3. A pesar de que lo manifestado anteriormente resulta suficiente para rechazar el recurso interpuesto, cabe agregar que el recurso de inconstitucionalidad fue correctamente denegado por la Cámara, en tanto este tribunal sólo puede ingresar al conocimiento de un caso, cuando se trata de asuntos que versan sobre la interpretación o aplicación de normas de la Constitución Federal o de la Ciudad Autónoma, supuestos que no se verifican en este caso.

El recurrente cuestiona las sentencias dictadas por los jueces de mérito, proclamando que su condición de entidad exenta resulta de la letra de la ley —precisamente el art. 33 del Código Fiscal año 2003—, más allá del reconocimiento que pueda realizar el fisco municipal en tal sentido, de manera tal que la presente ejecución perseguiría el cobro de una deuda manifiestamente inexistente. Esta argumentación contiene una interpretación de la normativa tributaria local que resulta contraria a la adoptada por los jueces de mérito, quienes sostuvieron que del art. 38 del Código Fiscal —t.o. año 2003— se desprende que la exención no resulta automática y, por tanto, debe ser otorgada por el fisco local previa solicitud del sujeto interesado, y que no se acreditó en autos que dicho procedimiento haya sido realizado.

En definitiva, la impugnación del ejecutado constituye una mera discrepancia con la valoración realizada por los jueces de mérito sobre cuestiones de hecho, prueba y derecho infraconstitucional —arts. 33 y 38 del Código Fiscal año 2003—, todas ellas ajenas, en principio, al ámbito cognoscitivo del presente recurso de carácter extraordinario. Y ni siquiera intenta argumentar, con una mínima seriedad, que exista una estrecha vinculación entre lo decidido en la causa por la Cámara y algún derecho o principio constitucional; esta falencia impide el progreso de la pretensión recursiva del GCBA, ya que el recurso de inconstitucionalidad no erige al Tribunal en una tercera instancia sobre hechos ni sobre derecho común.

Por estos motivos, resulta aplicable, entonces, la reiterada doctrina del Tribunal según la cual “[l]a referencia ritual a derechos constitucionales si no se acredita precisa y fundadamente su cercenamiento, es insuficiente (...) ya que si bastara la simple invocación de un derecho o garantía de raigambre constitucional este Tribunal se vería convertido, de ordinario, en tercera instancia obligada de todos los pronunciamientos dictados por el Poder Judicial de la Ciudad” (conf. “Carrefour Argentina S.A. s/ recurso de queja”, expte. n° 131/99, resolución del 23/2/2000, en: Constitución y Justicia [Fallos del TSJ], t. II, p. 20 y siguientes).
4. En cuanto a la tacha de arbitrariedad deducida por el recurrente, tampoco puede prosperar.
Que la parte recurrente discrepe con el razonamiento efectuado por la Cámara no significa que la sentencia devenga infundada y, por ende, arbitraria (cf. Constitución y Justicia [Fallos TSJ], Ed. Ad-Hoc, Buenos Aires, 1999, t. I, ps. 282 y ss., en: “Federación Argentina de Box c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción de inconstitucionalidad”, expte. n° 49/99, resolución del 25/8/99 y sus citas), pues “si el fallo apelado, dictado por los jueces de la causa, es fundado y serio, aun cuando pueda discutirse con base legal la doctrina que consagra o sus consecuencias prácticas, no resulta aplicable la jurisprudencia excepcional establecida en materia de arbitrariedad” (Fallos 237:69). La misma Corte Suprema enfatizó que la doctrina de la arbitrariedad, dado su carácter excepcional, exige de quien la invoca la demostración rigurosa e inequívoca del vicio que atribuye al fallo recurrido (Fallos 303:387).

Más allá de su acierto o error, la Cámara presentó fundamentos suficientes para descartar la aplicación de los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los términos pretendidos por el recurrente, así como también para rechazar la defensa relativa a la operatividad automática de la exención invocada, y el recurrente ni siquiera intentó rebatir los argumentos desarrollados por el a quo. Todo ello me permite concluir que el ejecutado no demostró la existencia de vicios graves que descalifiquen al fallo en cuanto acto jurisdiccional válido.

5. En virtud de las consideraciones expuestas, voto por rechazar la queja entablada por la Asociación Argentina Hanmaum Seon Center del Budismo Coreano.

El juez José Osvaldo Casás dijo:

Adhiero al voto de mi colega, la jueza Ana María Conde. 

La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo:

 1. El escrito de la Asociación Argentina Hanmaum Seon Center del Budismo Coreano (en adelante, la “Asociación”) que luce a fs. 20/26  fue recibido en el Tribunal dentro del plazo que fija el artículo 33 de la ley nº 402 para la interposición de un recurso de queja. Sin embargo, debe ser rechazado.

 2. La Cámara no admitió el recurso de inconstitucionalidad deducido por la ejecutada por entender que aquél no estaba dirigido contra una sentencia definitiva o equiparable, que no se había planteado adecuadamente un caso constitucional y que la decisión recurrida no era arbitraria.

 Como lo expliqué al votar en “Technology Bureau S.A. s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ´GCBA c/ Technology Bureau S.A. s/ ejecución fiscal´”, expediente nº 4426/05, resolución del 21/06/06, entre otros antecedentes, “(e(s requisito necesario de la queja que ella contenga una crítica concreta, desarrollada y fundada del auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad (cf. TSJ in re “Fantuzzi, José Roberto y otro s/ art. 57 bis –causa nº 665-CC/2000- s/ queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad”, expte. nº 865, resolución del 09/04/01)”.

En su presentación directa la Asociación no dedica una sola línea a fundar la habilitación de instancia que persigue. El escrito de fs. 20/26 no contiene ninguna crítica del auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad. La accionada se limita a reproducir  manifestaciones y argumentos del recurso de inconstitucionalidad, sin expresar ningún agravio contra la resolución que lo declaró inadmisible.

Por lo tanto, la demandada no cumplió siquiera mínimamente con la carga de demostrar el error en el cual a su  juicio habría incurrido la Cámara al cerrar su acceso al Tribunal. 

En síntesis, la pieza obrante a fs. 20/26 no constituye, técnicamente, un recurso de queja y, tal como sostuve en otras oportunidades, éste es el único medio que habilita al Tribunal a evaluar la procedencia del recurso de inconstitucionalidad denegado porque –como es sabido- no está procesalmente prevista su interposición directa ante los jueces con competencia para tratarlo. 

En consecuencia, las deficiencias de la presentación en examen definen su rechazo e impiden avanzar en el análisis más allá de lo expuesto. 

3. Por las razones apuntadas, voto por rechazar la queja intentada. 

El juez Luis Francisco Lozano dijo:


1. Coincido con mis colegas en que la queja debe ser rechazada. 


2. Los jueces de mérito rechazaron —con apoyo en lo previsto en los artículos 33 y 38 del CF, t.o. 2003, y en las constancias de la causa— el planteo de la hoy recurrente con arreglo al cual el inmueble ubicado en la calle Miró al 1573 (partida nº 0047949) se hallaría exento durante los períodos 2000 y 2001 del pago del tributo cuyo cobro acá se persigue: la contribución de alumbrado, barrido y limpieza, territorial y de pavimentos y acercar y ley nacional nº 23.514 (en adelante, también, “ABL”).  Hee Soon Park viene sosteniendo que ese inmueble está afectado a la práctica del culto Budista, razón por la cual, afirma, está alcanzado por la exención prevista en el art. 33, inc. 3, del CF, t.o. 2003, cuyo texto dice: “[e]stán exentos del pago de los tributos establecidos por el presente Código con la limitación dispuesta por el artículo 136 y con excepción de aquellos que respondan a servicios especiales efectivamente prestados, salvo para el caso previsto en el artículo 29 de la Ley Nacional N° 20.321: […] [l]as entidades religiosas debidamente registradas en el organismo nacional competente”. Los jueces de mérito, para resolver en la forma indicada, han señalado, por un lado, que la exención que invoca la parte demandada no es automática, sino que debe ser solicitada por quien entiende estar alcanzado por ella (cf. las fs. 65 vuelta de la sentencia de primera instancia, a las que remite la sentencia de la Cámara, cf. las fs. 12vuelta) y, por el otro, que “…no surge de las constancias de autos la existencia de una exención concedida [para los períodos aquí reclamados] por las autoridades legalmente competentes para ello. Por el contrario, pese a los sendos oficios librados al organismo fiscal a fin de comprobar la existencia de dicha liberalidad, la respuesta siempre fue la misma: el inmueble de la calle Miró 1573, partida 47949 no registra antecedentes de exención de pago alguna ante esa Dirección (fs. 72, 79; 91 y 101)” (cf. las fs. 12vuelta de la sentencia de Cámara). 


3.   El recurso de inconstitucionalidad —a diferencia de lo que entendió el a quo al denegar dicho remedio procesal— está dirigido contra una sentencia definitiva en los términos del art. 27 de la ley 402. No lo sería si el pleito pudiera ser repuesto en un juicio ordinario posterior (cf. mutatis mutandi la doctrina de la precedentes de la CSJN publicados en Fallos: 322:571 y 329:2152, entre muchos otros). Pero, eso no es lo que ocurre en el caso, conforme quedó reseñado el punto que antecede. En efecto, el planteo de la parte recurrente acerca de la procedencia de la exención que afirma haber gozado durante los períodos acá reclamados, los años 2000 y 2001, ha sido analizado y resuelto por los jueces de mérito en forma definitiva en el sub lite, circunstancia que priva su reformulación en un proceso ordinario posterior. 

No obstante ello, y como bien señala mi colega Ana María Conde, la parte recurrente no ha acreditado ni (i) la existencia de una cuestión constitucional (cf. el art. 113, inc. 3) o una federal (cf. la sentencia de la CSJN publicada en Fallos: 311:2478), ni (ii) que la decisión de los jueces de mérito no constituya una derivación razonada del derecho vigente aplicado a las constancias de la causa. 

3.1. En efecto. La parte recurrente no se ha hecho cargo de los siguientes extremos. 

La circunstancia de que las exenciones tributarias surjan, de la ley, tal como afirma Hee Soon Park, no le impide al Legislador supeditar su concesión a la realización de determinados trámites administrativos por parte de quien va a resultar acreedor del beneficio. Esos trámites, a su vez, no son, a diferencia de lo que sostiene la parte recurrente, un mero formalismo. Entre otros, le permiten al GCBA hacer los cálculos destinados a estimar los recursos con que va a contar el Estado para el período fiscal de que se trate. Para el Legislador no es un dato menor conocer cuál es el porcentaje de contribuyentes exentos del pago de determinada gabela. Esos datos le permiten decidir si tiene que gravar en distinta medida al resto de los contribuyentes para contar con la cantidad de recursos necesarios para el desenvolvimiento de la actividad estatal. En ese orden de ideas, vale señalar que para que un grupo de personas esté exentas del pago del un tributo, otras tienen que estar gravadas con mayor intensidad. De otra manera el estado no podría contar con la cantidad de recursos necesarios para hacer frente al gasto público. 

Lo dicho surge en forma palmaria del texto de los arts. 32 y 35 de los CFs, t.o. 2000 y 2001, respectivamente (vigentes durante los períodos que acá se reclaman), en cuanto impiden darle efectos retroactivos a la solicitud de exención que no hubiera sido formulada en tiempo oportuno impidiendo, por esa vía, que se afecte la ecuación económica-financiera que tuvo en cuenta el Legislador al sancionar el presupuesto para períodos anteriores. En ese orden de ideas, los artículos mencionados prevén que: “[l]a presentación debe realizarse dentro del primer trimestre del año para que ella produzca efectos por todo el período fiscal, transcurrido dicho plazo el beneficio se concederá a partir del mes siguiente al de la fecha de solicitud, debiendo ingresarse los tributos en proporción al tiempo transcurrido” (el subrayado no pertenece al original). 

En ese marco, la pretensión oportuna constituye una carga que pesa sobre el contribuyente para obtener el beneficio y la pretensión de la parte actora de que se le acuerde la exención para períodos a cuyo respecto —no se discute— no ha solicitado oportunamente ese beneficio, importa la destrucción del cálculo económico-financiero que realizó el Legislador para esos períodos alterando las leyes de presupuestarias vigentes durante los años 2000 y 2001 y la igualdad ante las cargas públicas que allí se buscó respetar, además de haber disminuido la posibilidad de establecer si la solicitante satisfacía las exigencias a que está sujeta la exención. En línea con ello, y aun cuando no viene debatido, vale señalar que si el contribuyente hubiera gozado de la exención durante los períodos aquí reclamados, la Administración bien podría haberse considerado con derecho a inspeccionarlo para constatar la existencia de los extremos que dan lugar a ese beneficio. 


3.2. Finalmente, la parte recurrente afirma que es aplicable, sin más, al sub lite la doctrina que surge del precedente de la CSJN publicado en Fallos: 320:58 (“Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hospital Alemán”); empero no ha demostrado la situación analizada allí por la CSJN sea análoga a la que aquí se presenta, ni ello surge de la mera confrontación con la sentencia de la CSJN. 

Primeramente, en el precedente mencionado la exención cuya procedencia venía discutida era la destinada a “…las instituciones de beneficencia o solidaridad social…”, es decir, una distinta de la invocada por Hee Soon Park en el sub lite. 

Por lo demás y principalmente, el Hospital Alemán, según surge de la sentencia de la CSJN, había gozado del beneficio fiscal durante períodos anteriores, de 1955 hasta el 1985, y posteriores, de 1989 hasta 1991, a los que se le reclamaba: 1987, 1988 y 1990, lo que permite suponer que el estado se encontraba en cierta medida advertido de la situación. En cambio, en el sub lite no se discute que la parte recurrente no solicitó ni gozó la exención con anterioridad al año 2011, período a partir del cual la ha pedido y le ha sido reconocida (cf. fs. 94/96). 


Esas circunstancias tornan inaplicable la doctrina que surge del precedente de la CSJN mencionado supra. 


Por ello, y oído lo dictaminado por el Fiscal General Adjunto, voto por rechazar la queja de fs. 20/26.

Por ello, y oído lo dictaminado por el Sr. Fiscal General Adjunto, 
el Tribunal Superior de Justicia

resuelve:

1. Rechazar la queja entablada por la Asociación Argentina Hanmaum Seon Center del Budismo Coreano.
2. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamente, se remita a la Sala interviniente para que sea agregada a los autos principales.
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"2012. Año del Bicentenario de la Creación de la Bandera Argentina."
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